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EL DELITO POLITICO 

Por Marino Díaz Almonte 

Necesidades de Incriminación en Materia de Delito Poi ítico 

1. Breve Estudio Comparativo del Derecho Positivo 

Si bien no hay una concretización generalizada en las legisla­

ciones de los distintos países, son muchos los códigos que consagran 

la punidad del delito objeto de este trabajo, en otros países aunque 

no está establecido en los códigos, es castigado por leyes especiales. 

En Alemania, hay una evidente evolución que puede apreciarse 

claramente. Antes de 1933, al hablar de represión del delito poi ítico 

en el artículo 20 del código penal de ese país, se usaba el término 

"Sentimiento deshonroso", en cambio, después de la reforma de 

1933 se utiliza la nominación de "motivos honorables". Antes de 

1933, se tenía la concepción de considerar el delito político como el 

más grave y por tanto debía ser reprimido con la pena más dura; 

luego de la reforma, se ve con simpatía al delincuente poi ítico,de ahí 

la calificación de "motivos honorables" que se le daba y por tanto el 

hecho delictuoso se castigaba con la pena de simple arresto. 

La legislación holandesa establece la llamada "custodia honesta" 

si el agente actúa impulsado por móviles "no deshonrosos". 

El artículo 24 del código penal noruego atribuye al delincuente 

poi ítico un mayor grado de moralidad que el autor de un crimen de 

derecho común e impone, al igual que en la legislación alemana, "la 
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pena de arresto, para reemplazar a la de pns1on, cuando el acto 
pudiera suponerse que no es resultado de móviles inmorales". 1 

La legislación de Suiza consagra que "el móvil honorable" debe 
ser tenido en cuenta como circunstancia atenuante. 

El legislador italiano, por su parte, se destaca por el hecho de 
intentar definir el delito poi ítico en el proyecto de ley de 1921 
elaborado por Enrique Ferri; en el artículo 13 del mencionado pro­
yecto de ley se establece que : "Son delitos poi ítico- sociales los 
cometidos exclusivamente por motivos poi íticos o de interés colecti­
vo'';2 cuando se elabora el código penal italiano de 1930, no se 
elimina el criterio de considerar como delitos poi íticos los cometidos 
por esos motivos, sin embargo, se le relega a un segundo plano, 
cuando en el último párrafo del artículo 8 se establece "a los efectos 
de la ley penal es delito poi ítico todo delito que ofende un interés 
poi íiico del Estado o un derecho poi ítico del ciudadano. Se conside­
ra además como delito poi ítico, el común, determinado en todo o en 
parte, por móviles poi íticos". 3 -

En la Unión Soviética, el código penal de 1927 tenía el delito 
poi ítico como el más grave, en cambio, el código penal de la Repúbli: 
ca Rusa de 1960 no contempla ese· carácter de gravedad . 

Los países iberoamericanos que incriminan la infracción poi ítica 
en sus códigos penales son: Paraguay , Perú, Uruguay, Costa Rica y 
Cuba; en este último país no sabemos si se han hecho modificaciones 
después de la Revolución. 

El código penal francés, no consagra el delito poi ítico; pero éste 
ha sido incriminado por leyes especiales que tratan de interpretar 
disposiciones del código penal para aplicarla a los delincuentes llama­
dos poi íticos; y así tenemos que la . ley del 28 de abril de 1832, 
instituye una escala de penas criminales especiales para estos críme­
nes,tendiendo a su gravedad; en 1848 se produce un extraordinario 
avance en esta materia de delitos poi íticos; una ley del 8 de junio de 
1850 reemplaza la pena capital por la deportación quedando, de esta 
forma, completada mediante una ley adjetiva la disposición constitu-

1. Jiménez de Asúa, op. cit., p.175. 

2. ldem. 

3. ldem. 
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cional de ~~; otras leyes posterio•res se encaminan a dulcificar la 
pena para los delincuentes poi ítico-sociales. 

Garaud resume toda esta evolución de la legislación francesa de 
la siguiente manera: " ... la búsqueda del punto de saber si un crimen 
o un delito tiene un carácter poi íticd presenta cuatro intereses princi­
pales: 1 ° Desde el punto de vista de la extradición que no debe ser ni 
pedida por el gobierno francés, ni acordada por él para infracciones 
poi íticas; 2° desde el punto de vista de la aplicación de la pena de 
muerte que no puede serpronunciada por una corte de apelación o 
por un consejo de guerra por crimen poi ítico; 3° desde el punto de 
vista de la relegación que no puede ser la consecuencia de una conde­
nación poi ítica; 4° en lo que concierne a rehusar conceder un plazo 
que no puede estar fundado sobre la existencia de una condenación 
anterior por crimen o delito poi ítico". 4 

Nos hemos detenido en la anterior legislación, debido a que es 
ella nuestro sistema legislativo madre, y como es natural, al tratarse 
de la incriminación del delito polítivo, va a influir en tal virtud en el 
caso de la República Dominicana, situación que trataremos en un 
capítulo aparte. 

2. Razones por las cuales Debe Incriminarse el Delito Po/'ítico 

Las mismas razones aportadas, al tratar la incriminación general 
del delito son válidas para esta especie, es decir, que en materia de 
delito poi ítico, se debe aplicar la máxima "nullum crimen, nulla 
poema sine lege", ¿se ha aplicado este principio en las legislaciones 
de los diversos países· al caso de la delincuencia poi ítica? Hemos 
visto que son muchos los países, que establecen, en sus derechos 
positivos, la incriminación, aunque una gran cantidad se han manteni­
do indiferentes. lEstá toda la doctrina de.acuerdo con la punidad del 
delito político?, lpor qué debe ser incriminado específicamente este 
tipo de infracción? Las respuestas las daremos en los siguientes pá 
rrafos, 

Históricamente hemos visto que en la época del absolutismo, el 
delito poi ítico era considerado como la más grave de las infracciones, 
ya que se le asimilaba o se le iguala al sacrilegio; y que esta concep­
ción fue variando hasta que en nuestros tiempos la gran mayoría de 

4. Garraud, R. Traité Théórique et Pratique du Droit Pénal Fran<;ais T.I., Sirey , París 
1913, p.264. ~ 
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la doctrina está de acuerdo conque el delito poi ítico es cometido por 
móviles que no implican el mismo grado de inrporalidad que los 
delitos comunes y que por tanto el delincuente , poi ítico debe ser 
reprimido con la pena más benigna. 

Garraud al emitir su opinión al respecto, dice: "Los delitos 
poi íticos se dirigen contra el orden establecido, más que contra las 
bases de la vida social. No tienen por lo tanto, la misma trascendencia 
que los de. derecho común. Los móviles que impulsan a obrar en los 
delitos poi íticos son, con frecuencia desinteresados y algunas veces 
loables. Los delitos poi ít.icos no presentan, por lo tanto la misma 
inmoralidad que los de derecho común" ,5 como se ve claramente, el 
gran maestro de derecho penal francés enaltece al delincuente poi íti­
co; esto, indudablemente, da pie a que sea tratado de forma diferente 
que el delincuente de derecho común y en consecuencia debe ser 
condenado con la pena más dulce. 

/ . 
lSon suficientes las razones que hemos señalado, para justificar 

una represión legal del delito poi ítico? Creemos que hacen falta 
otras justificaciones de más peso y por eso citamos lo que al respecto 
nos dice Mariano Ruiz Fune. "Debemos separar de la criminalidad, 
para excluirlas de un tratamiento especial, aquellas infracciones que 
afectan simultáneamente la forma de delito poi ítico y de crimen de 
derecho común, que por su gravedad o por su carácter degradante 
son repudiadas por la conciencia universal y humillan la ley del pro­
greso. Pero ante cualquier hecho de apariencia delictudsa, que realiza 
o trata de realizar aquel sentimiento de amor a lo nuevo que Lombo­
so denominó felizmente filoneismo, las enseñanzas de la Historia y 
las experi~ncias del Derecho deben forzarnos a dulcificar y a especia­
lizar la represión. 6 

Algunos autores han querido justificar que no es necesaria la 
incriminación del delito poi ítico. "Esto dificulta enormemente la ' 
concreción del delito en una fórmula exacta, durable o al menos no 
sometida a las fluctuaciones históricas. Con análogas razones Carraca 
dejó de investigar filosóficamente sus fundamentos: el delito poi íti­
co, dijo, representa apenas un interés histórico, pero como doctrina 
jurídica escapa al derecho represivo . .. "7 

Parece que Pére¿ el autor citado, y Carraca, piensan que la 
historia es como una nave dirigida a la Luna, que una vez quema una 

s, 
6. 
7. 

6 

lbid, p.275. 
Ruiz fune, Mariano. Evolución del Delito Pol ítico, Ermes, Méx ico, S. F., p.335. 
Pérez, ·Luis Carlos. Tratado de Derecho Penal, T.111, Temis, ~ogotá, 1968, p.103 . 
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etapa, se desintegra esa parte perdiéndose para siempre en el espacio 
cósmico, no, respetables tratadistas, la historia es una ciencia y como 
tal susceptible de estudio y aprendizaje; en este sentido, hay quienes 
aprenden para aplicar sus conocimientos a favor del progreso; pero 
hay otros que estudian para volver al regresionismo ya con un mayor 
grado de peligrosidad, pues ya tienen la experiencia de sus antiguos 
maestros. Un ejemplo palpable de lo que acabamos de decir, lo tene­
mos en nuestra propia América Latina con el caso de la hermana 
República de Chile, donde hay unas fuerzas armadas de una induda­
ble profesionalización, sin embargo, allí se han cometido los más 
abominables crímenes; se podría argumentar que de todas maneras 
esos asesinatos se hubiesen cometido, pues la ley sólo está en el 
papel; no obstante, el jurista debe pensar éticamente, no es pensar 
que tal o cual régimen ejecute o ·no la ley, lo importante para el 
profesional del derecho es abogar por el derecho justo; el abogado 
conocedor del principio de la benignidad penal para ciertos hechos 
del hombre, entre ellos el delito poi ítico, consciente de que de no 
existir un instrumento legal que le permita al juez obrar con justicia, 
deja la puerta abierta a los tiranos o a los qúe se disfrazan de demó­
cratas, pero tiranos al fin, para que cometan todo tipo de arbitrarie­
dades. Si el jurista no responde a esa responsabilidad ineludible mo­
ralmente, que es luchar por la, incriminación del delito poi ítico para 
que se aplique la pena más dulce, entonces sufrirá la consecuencia de 
saberse culpable de las barbaries que puedan cometer en el porvenir 
ciertos gobernantes." iExtraña y repugnante miseria moral la de cier­
tos países! Un jurista tiene el deber de creer que se trata de un 
fenómeno transitorio de decadencia de una convulsión pasajera de la 
tiranía, entre dos situaciones democráticas permanentes, la que se 
agotó con la guerra y la que debe impedir en el porvenir, por los 
cauces de la justicia y de la moral, la más grave revolución que 
registraría la Historia: la que •podrían desencadenar las esperanzas 
frustradas de los hom"bres". 8 

Y más adelante expresa Ruiz Fune: " ... Todo jurista es ahora 
un beligerante de la defensa del derecho contra la brutalidad, la 
opresión y la barbarie, o un desertor de estos deberes frente al ene­
migo. Si se equivoca, el_ error no tiene importancia, porque el derecho 
no es un concepto formal, sino una aspiración ideal, cuyos fracasos 
fortalecen siempre su proyección del futuro, que es su nota más alta. 
Laski ha dicho, en una frase bellísima, que los hombres cqnsideran en 
todo momento la suma de sus esperanzas como equivalente de la 
justicia".9 

8. 

9. 

Ruiz Fune, op. cit., p.339 . 
lbid, p.340. 
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Con esta brillantísima aportación del citado autor, queda rnás 

que justificada la necesidad de incriminar el delito poi ítico aplicando 

la pena más benigna, pues de la única manera, que en nuestro dere­

cho, puede haber una manifestación de la justicia es a través de un 

texto I egal. 

El Delito Político en la República Dominicana 

En los últimos años ha estado sobre el tapete el problema de los 

llamados "presos poi íticos" y que el jefe de Estado de nuestro país lla­

mó en una ocasión "poi íticos presos", a lo cual nos referimos en la 

introducción; el problema se plantea a nivel jurídico, al querer deter­

minar si una persona que comete un delito, en apariencia, de derecho 

común, se le puede tratar como a un delincuente poi ítico, porque el 

hecho ha estado rodeado de una serie de circunstancias que lo dife­

rencian de los delitos comunes normales. 

Habríá que ver si en nuestro sistema de derech·o, el análisis de la 

cuestión tiene alguna utilicfad práctica o únicamente tiene interés a 

nivel teórico. Veamos el asunto a la luz de nuestras constituciones, de 

las leyes adjetivas y de las decisiones jurisprudenciales si las· hay. 

A. Las Constituciones 
• 

La primera constitución dominicana que se refirió a los delitos 

poi íticos fue la de 1908, que al enumerar los derechos indjviduales en 

su artículo '6° apartado 17, decía expresamente "Jamás podrá impo­

nerse la pena de muerte por delitos de carácter poi ítico; éstos serán 

definidos por una ley"; el artículo 35 consagra las atribuciones del 

congreso y, una de ellas es contenida en el apartado 6° de ese artícu­

lo: 

"6° Conceder amnistía por causas poi íticas" y el artículo 53 se 

refiere a las atribuciones del Presidente de la República; el apartado 

8° establece: 

"8° Conceder indultos por causas poi íticas". 

En la reforma constitucional de 1942, desaparecieron las dispo­

siciones del artículo 6° de la constitución de 1908 y las del artículo 

35 acápite 6° relativas a las atribuciones del Congreso, así como las 

del artículo 53, apartado 8° referentes a las funciones del Presidente 

de la República en materia de delitos poi íticos; sin embargo al hablar 

de los derechos individuales se amplía la protección a la persona en el 

artículo 6, apartado primero, cuando dice textualmente " ... no po-

8 
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drá imponerse la pena de muerte, ni otra pena que implique pérdida 
de la integridad física del individuo". Aunque no se especifica en esta 
constitución, que no se debe imponer la pena de muerte por causas 
poi íticas y como no hay una disposici.ón especial que la establezca 
por estos motivos, al1 delincuente poi ítico no se le puede imponer 
esta pena; pero hay que notar que en esa Carta Magna no se menciona 
el delito ni el delincuente poi ítico, de ahí que hay un descono­
cimiento constitucional de este tipo de infracción en la constitución 
de 1942, que dicho sea de paso, correspondió a la época del Tirano. 

La Constitución de 1966, que es la que está en vigor en la 
actualidad, faculta al Congreso Nacional a conceder amnistía por 
causa poi ítica en el artículo 37 acápite 27: 

"27° Conc·eder Amnistía por causas poi íticas" y el epígrafe 27 
del artículo 55, de la misma constitución relativo a las facultades del 
Poder Ejecutivo, dice : 

"27° Conceder indulto, total o parcial, puro y simple o condi­
cional, en los días 27 de Febrero, 16 de Agosto y 23 de Diciembre de 
cada año, con arreglo a la ley". lQuiere esto decir, al no mencionar 
directamente al delincuente poi ítico como susceptible de ser favore­
cido por un indulto, que el Primer Mandatario de la Nación, no lo 
pueda conceder en su favor? De ninguna manera, pues según un viejo 
principio jurídico, "Lo que no está prohibido es permitido", por lo 
tanto el representante del Poder Ejecutivo, puede legítimamente con­
ceder indultos en provecho de los delincuentes considerados poi íti­
cos. 

De lo anteriormente dicho, se puede colegir que el delincuente 
poi ítico se encuentra protegido constitucionalmente en la actualidad 
en la República Dominicana, aunque no de una manera total, pues 
como vimos la función de conceder indultos por motivos poi íticos 
por parte del Presidente de la República, no se encuentra especificada 
en el texto constitucional de la actualidad. 

B. La Legislación Adjetiva 

La mención de delito poi ítico, aparece por primera vez en nues­
tra vida republicana, en el año 1898, durante el gobierno de Lil ís, 
cuando mediante el Decreto No.3820 del Poder Ejecutivo se ordena­
ba a. los procuradores fiscales de Santo Domingo, Azua y Montecristy 
el sobreseimiento y clausura de todo proceso promovido en el curso 
de los años 1893 y 1894 a causa de delitos poi íticos, y especialmente 

,. ...J.f~ Lrl ae t..-. 
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en lo que apareciera comprometida la responsabilidad penal del nom­
brado Andrés Gómez Pintado, en razón de que esos delitos "no 
tenían objeto útil en cu arito al interés de la sanción penal". Se argu­
méntaba que la generalidad de los delincuentes se habían acogido a 
un indulto concedido al efecto y sólo se mantenía persecución contra · 
los que no se hab .ían acogido al beneficio del indulto, especialmente 
el nombrado señor Gómez Pintado. ' 

Una ley del 15 de julio de 1911, que aparece en la -Gaceta 
Oficial No.2209 y que según ,el, encabezado de la misma, que lleva el _ 
No.5007, define los delitos poi íticos. En realidad no hace tal defini­
ción la referida 1ey, sino señala una serie de artículos del Código 
Penal, constitutivos de un conjunto de delitos que deben ser conside­
rados poi íticos, la citada ley dice : 

"Art. 1 ° Se reputan delitos poi íticos, las infracciones previstas 
en las secciones 2a. y 3a. del capítulo I y en todo el capítulo lil I del 
mismo Título y Libro del Código Penal de la República. 

"Art. _2° La pena de muerte señalada para algunas de las infrac­
ciones aue el artículb anterior abarca. se sustituye con la de veinte 
años d~ trabajos públicos". 

"Dada en la ciudad de Santo Domingo, a los 28 días del mes de 
junio de 1911. . . ". 1º 

No poseemos la exposición de motivos de esta ley; pero la lógica - 1 

nos indica que el legislador de 1911, quiso satisfacer la disposición 
constitucio,nal de 1908 que establece que los delitos poi íticos serían 
definidos por una ley poste rior; por otra parte nuestros legisladores, 
por lo regular a través de la historia, han seguido a los franceses, por 
eso la ley que acabam.os de ver, es casi una traducción de la ley 
francesa del 8 de octubre _de 1830. Esto se justifica porser la francesa 
nuestra legislación madre y por la concordancia existente entre los 
códigos francés y dominicano. 

· En resumen, según esta ley, son delitos poi íticos : 1) los críme­
nes contra la seguridad interior del Estado en términos generales. 
Estos _crímenes comprenden : los atentados y tramas contra el Jefe 
del Estado del artículo 86 al 90; 2) los crímenes tendientes a turbar 
el Estado con la guerra civil, con el empleo ilegal de las Fuerzas 

1 O. Véase; Colección de Leyes, Decretos y Resoluciones, Edición Oficial de 191 O a 1911, 
p.257. 
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Armadas ; el pillaje y la devastación pública del artículo 91 al 106 ; 3) 
en general los crímenes y delitos contra la Constitución, del artículo 
109 al 131 ; 4) las infracciones relativas a las sociedades o reuniones 
ilícitas, del artícullo 291 al 294. 

Después de la ley de 1911 se han dado ~na serie de leyes y 
decretos-leyes concediendo amnistía por motivos · políticos; por 
ejemplo: la Ley No.5171 del 18 de diciembre de 1912, G.O. 
No.2358; Ley No.137 del 26 de febrero de 1966, G.O. No.8972, esa 
ley no menciona que la amnistía concedida al efecto fuese por moti­
vos poi íticos; pero esto está tácitamente establecid9 en la exposición 
de motiwos; Decreto No.5341 del 12 de octubre de 1914, G.O. 
No.2545; Decreto No.5386 del 2 de diciembre de 1914, G.O 
No.2560. Suministrados estos datos a título de información, volva­
mos con la ley de 1911 para decir que como ella no ha sido abrogada, 
el delito poi ítico se encuentra incriminado legalmente en nuestro 
Derecho Penal; en las conclusiones haremos nuestras consideraciones 
al respe·cto. 

C La Jurisprudencia 

Las investigac;:iones hechas por nosotros, nos demuestran que 
nuestra Suprema Corte de Justicia ha t~nido muy pocas oportunida­
des de pronunciarse en materia de infracciones poi íticas. 

La obra de derecho penal del penalista dominicano Leoncio 
. Ramos, nos presta una valiosa colaboración al aportarnos una senten­
cia de nuestro más alto Tribunal de Justicia del 1 ° de julio de 1918, 
que estableció los siguientes principios: 

"a) Que la frase "causa poi ítica" empleada en el artículo 35 de 
la Constitución (la de 1908 vigente entonces), para determinar la 
clase de infracciones a cuyos autores puede el Congreso acordar el 
beneficio de la amnistía, no significa otra cosa que delitos políticos; 
puesto que la amnistía sólo puede referirse a hechos pÚnibles y éstos 
·son delitos comunes o del itos poi íticos; y b) Que según la ley de 
fecha 20 de abril y 19 de mayo y 28 de junio de 1911, sólo se 
reputan delitos poi íticos, las infracciones determinadas en la ley y 
que "el recurrente X fue (sic) declarado culpable de homicidio, he­
cho no comprendido entre los delitos políticos, según la citada 
ley".11 . 

11. Ramos, op. cit., p.144. 
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No hacemos un comentario sobre esta sentencia, debido a que 
para nuestros fines lo que nos interesa saber es que la Suprema Corte 
de Justicia, como intérprete de la ley y salvaguarda de la unidad de 
jurisdicción reconoció en 1918 que en el país existen delitos poi íti­
cos sancionados por la ley y por último que por lo menos existe un. 
precedente jurisprudencia!, relativo a la delincuenci¡¡. poi ítica en la 
República Dominicana. 

Conclusión 

1 ° Que es necesario que se incrimine el delito poi ítico mediante 
leyes especiales siguiendo la tónica no sólo de la aplicación de la pena 
más dulce, sino instituyendo todo un régimen de benignidad penal en 
provecho del delincuente poi ítico, debido a que éste no representa 
para la sociedad el mismo peligro que el delincuente de derecho 
común. 

2° En la República Dominicana, el delito poi ítico se encuentra 
incriminado, por nuestras leyes adjetivas y hay una cierta protección 
constitucional para los que delinquen por motivos poi íticos. 

En lo relativo a la protección constitucional, el constituyen de 
1966, aplicó en teoría, el principio de dulcificación o benignidad de 
las penas, al establecer, como una atribución del Congreso, el conce­
der amnistía por motivos poi íticos, en cambio, en lo que respecta a 
las leyes adjetivas, el legislador de 1911, siguiendo el estilo francés 
determina que son delitos poi íticos, un conjunto de hechos punibles, 
con la finalidad de aplicar la sanción más fuerte en contra de perso­
nas que delinquen en busca del bienestar social, y el decir esto de 
ninguna manera queremos decir que este tipo de delincuente marche 
en todo momento por el sendero correcto. Lo que lo hace merecedor 
de la aplicación de una pena menos fuerte, es su convencimiento de 
que actúa en provecho del bien común que es uno de los fines princi-
palés del derecho. · · 

Por otra parte, los legisladores de los últimos tiempos, y muy en 
especial los. actuales, no se han preocupado en nada que signifique . 
favorecer al delincuente poi ítico, por ejemplo elaborando una ley de 
amnistía en favor de ciertos presos que en puridad de criterio son, a 
nuestro juicio, delincuentes poi íticos, faltandó, con esto, al precepto 
constitucional que así se lo manda; esto se explica por el hecho de 
que los integrantes de nuestras Cámaras Legislativas se pliegan dócil­
mente a la I ínea poi ítica del Poder Ejecutivo, de ahí que C.!-Jalquiera 
iniciativa favorable a los que guardan prisión por motivos poi íticos y 
en cualquier otro orden que implique una variación de la poi ítica del 
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Estado, tenga que partir del Poder EjecuU · .LrflJo esto va en cqntra 

de la elaboración de las leyes siguiendo un criterio netamente jurídi­

co, sacrificando, en consecuencia, el soñado ideal del derecho justo. 

Por último, la cuestión de la incriminación del delito poi ítico, 

sólo tiene, por el momento, un interés teórico, pues en la práctica, 

excepto la sentencia aludida precedentemente, los Tribunales domi­

nicanos no tienen en cuenta el carácter poi ítico o no de una infrac­

ción al aplicar la sanción penal, cosa esta que en definitiva, en el 

estado actual de nuestro derecho, no tendría ninguna relevancia debi­

do a que en definitiva, la pena que se aplica es la de derecho común, 

toda vez que al pretender incriminar el delito poi ítico, él legislador 

de 1911, no siguió la I ínea correcta, que es la que siguen la mayoría 

. de las legislaciones vigentes, es decir, considerar que como el delin­

cuente poi ítico no representa un gran peligro social, se le debe-casti­

gar con la P,ena más benigna. 
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LA ESTABILIDAD EN El EMPLEO 

Por José Darío Suárez 

l. Introducción ' 

"La estabilidad de los trabajadores en sus empleos es el proble­

ma presente en el Derecho del Trabajo, porque es un supuesto nece­

sario para la realización de la seguridad social". 1 _ 

mas: 
La ruptura abusiva de la relación laboral provoca graves proble­

Un individuo desempleado, 
Una sociedad con la obligación de buscar ocupación o un 

ingreso de sustitución, 
El desaprovechamiento de una fuerza de trabajo. 

Es así como surge un problema tanto individual como social. 

Para solucionar este problema surge en la segunda postguerra 

mundial la tendencia a lograr la estabilidad en el empleo. Desde aquí 

comienza a postularse la tesis de la permanencia de la relación de 

trabajo, mientras subsistan las condiciones que le dieron origen. La 

duración de la relación de trabajo es1 indefinida y para su disolución 

es necesario una causa razonable. 

11. 

A. 

Parte General 

Concepto de Estabilidad 



doble fin: - de seguridad económica y el de afianzar la posición del 
trabajador en la empresa a los fines específicos del derecho social.2 

"La estabilidad .. . no es sino una permanencia más enérgica­
mente garantizada por cuanto mediante ella el trabajador se encuen- . 
tra más sólidamente incorporado a la empresa".3 

B. Origen y Evolución de la Estabilidad 

En la segunda postguerra mundial se ha iniciado la lucha por la 
estabilidad de los trabajadores en sus empleos, como premisa necesa­
ria para lograr la seguridad social. 

Para algunos la estabilidad en el empleo proviene del Derecho 
Administrativo, en el cual la estabilidad e inamovilidad funcionarias 
son tradicionales y típicas. 4 En nuestro país los trabajadores ordina­
rios gozan de mayor protección . que los funcionarios y empleadós 
públicos, tal es el caso en la Ley 269 del 24 de Junio del 1966 que 
quita la prqtección laboral a las personas que prestan servicios al 
Estado y a las instituciones autónomas. 

Otros entienden que la estabilidad na<:e impl ícitamenté tanto de 
los vínculos obligacionales que crea el contrato de trabajo, como del 
carácter de ejecución continuada el cual le es inherente.5 

Yillalpando consider;,t que más allá de los vínculos obligacio­
nales que crea el contrato de trabajo está la acción reinvidicativa de la 
clase obrera y el intervencionismo estatal. 

C Luchas Sociales por la Conquista del Derecho a la Estabilidad 

El advenimiento del Sistema Capitalista trajo como resultado la 
inestabilidad· de los trabajadores en el trabajo y el paro forzoso. 

El desajuste social, engendrado por el Sistema Capitalista, acica­
teó al trabajador a conquistar, por medio de luchas sociales, un sinnú­
mero de derechos que pronto les fueron reconocidos al consagrarse 
legislativamente. Como resultante indirecta de esas luchas tenemos el 
derecho a la estabilidad. Los acontecimientos más importante en este 
sentido son: . 

1) La Revolución de 1848, en Francia, que proclamó por vez 
primera los principios de la Organización del Trabajo y consagró que 
toda persona tiene dere~ho contra el desempleo. 
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2) La Organización de la Primera Internacional que dio ~i\n 
impulso al movimiento socialista. -

1 
, ,1u)tiea Muare Y 

vniv!'.l(..,".,.., , '" -TE~ ,-
3) En 1914-1918 acontece la Primer mM,~ Mundial, que cul­

mina con el tratado de Paz de Versalles, donde se reconocen nuevos 
derechos a los trabajadores y se crea, además, la Organización Inter­
nacional del Trabajo. 

4) La instauración del Primer Estado Socialista en 1917. 

5) La Segunda Guerra Mundial, que trae como resultado la de­
claración de Filadelfia, incorporándola luego a la constitución de la 
Organización del Trabajo, que reconoce nuevos derechos a la clase 
trabajadora. ' 

D. Reconocimiento Gradual del Derecho a la Estabilidad. 

El derecho a la estabilidad -si bien no fue la pancarta de esas 
luchas sociales, ha sido una resultante de esas luchas, lo que ha traído 
como consecuencia un reconocimiento gradual del de'recho de _la esta-
bilidad en el empleo. · ' 

Hay varios e~entos internacionales que le han dedicil:do suma 
atención a este problema: la Tercera Conferencia del Trabajo de los 
Estados Americanos -miembros de la Organización del Trabajo, la que 
reunida en México en 1946 determinó que los Estados miembros 
deberían adoptar medidas encaminadas a hacer estable el empleo de 
los trabajadores en la empresa; la Carta Internacional de Garantías 
Sociales, la cual fue firmadá en Colombia, consagra que la Ley garan­
tizará a sus trabajadores en sus empleos de acuerdo con las caracte­
rísticas de las industrias y profesiones y las justas causas de separa­
ción. El Segundo Congreso Iberoamericano de Derecho del Trabajo, 
celebrado en Madrid, España, en 1965, llegó a la conclusión de que _la 
estabilidad en el empleo debía de ser consi,derada como una exigencia 
necesaria de la seguridad so,cial, del derecho del trabajo y de la fun­
ción de la empresa; la Conferencia Internacional del Trabajo, celebra­
da en Ginebra en 1973, determinó que no debería procederse a la 
ruptura de la relación laboral a menos que no exista L!na causa justifi­
cada con la capacidad o la conducta del trabajador o b_asada en _ las 
necesidades del funcionamiento de la empresa, del establecimiento o 
del servicio. Finalmente, en las Primeras Jornadas Iberoamericanas de 
Derecho del Trabajo, celebradas en la ciudad de Santiago de los 
Caballeros, República Dominicana en 1976; la Comisión, de Tr\tbajo 
de la estabil'idad en el empleo llegó a las siguient~s coM~iWies: ' 

-, -_ ,.,1re :! 
-"i•'il ,\lvr 19 

• . 1 ri t:uwt , - .A. 
TJ n.i~1en 11,t,ª· 131BLlO ¡,C 



1. La estabilidad debe adaptarse a las condiciones sociales, poi í­
t icas y económicas de cada país. 

2. La estabilidad es uno de los medios más efectivos de ·que 
dispone la comunidad para luchar contra las injusticias. 

3. Debe protegerse el empleo y evitarse el desempleo. 

4. Los directivos de las empresas deben quedar ( xcluidos del 
amparo de la estabilidad, ya que el patrono no puede exigirse a sí 
mismo la estabilidad en el trabajo. 

5. Debe suprimirse el llamado desahucio laboral. 

6. Los estudiosos del Derecho del Trabajo deben preocuparse 
por establecer los medios y procedimientos que traduzcan esos de­
seos en normas. 

E. Clasificación de la Estabilidad 

En la doctrina y la legislación de algunos países se ha clasificado 
la estabilidad de la siguiente forma: 

1) Estabilidad Absoluta. En este tipo de estabilidad el patrono 
está obligado a reinstalar al trabajador a la empresa, mientras subsis­
tan las condiciones que dieron origen a la prestación del servicio. 

2) Estabilidad Relativa. Se encuentra en las mismas condiciones 
que la anterior, pero admite excepciones por razones técnicas, econó­
micas, éticas . .. 

3) La Estabilidad Impropia. En ésta la obligación de reincor­
porar al trabajador a la empresa, siempre es sustituida por el pago de 
una indemnización compensatoria. Este es el tipo de estabilidad im­
perante en nuestro país. 

F. Fundamentos y Naturaleza jurídica de la Estabilidad . 

La estabilidad tiene su fundamento constitucional : Ya que la 
mayoría de las constituciones consagran el deber de los estados de 
desarrollar ele manera progresiva la seguridad social de la cual la 
estabilidad es una premisa necesaria. 

Este principio de la estabilidad en el empleo debe elevarse al 
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rango de constitucional lo que conminaría al legislador a orientar la 
legislación en un sentido progresivo, aunque queda el inconveniente 
de que lo que caracteriza una constitución capitalista es la descrip­
ción de programas a realizar. 

La estabilidad encuentra su fundamento, además, en el pacto 
colectivo de condiciones de trabajo en donde se estipula que será a 
duración indeterminada y a plazo determinado. 

El fundamento de la estabilidad se ha visto, también en elacon­
trato de trabajo en donde se consagra de manera indeterminada y a 
plazo determinado. 

Finalmente, la estabilidad encuentra su fundamento en la no 
ción moderna de empresa llegando a evolucionar el derecho del Tra­
bajo de un derecho sectorial a un derecho de masas. 

G. Noción Jurídica de Empresa 

El hecho de que hasta ahora n_o haya existido un concepto 
jurídico de empresa, claramente delimitado ha sido atribuido a dos 

, razones: 

1. A la complejidad superlativa que' representa la empresa para 
el derecho, donde concurren intereses públicos y privados, trabaja­
dores y patronos, inmuebles y muebles y, también, bienes inmateria­
les. 

2. Exceso de conceptualismo porque se quieren elaborar con-
ceptos jurídicos químicamente puros. · 

La empresa debe servir de fundamento a la estabilidad porque es 
ella el escenario donde se desarrollan las actividades laborales. 

En nuestro país no .admite duda que la empresa se proyecta 
(Art. 57 caso de cesión) por encima del patrono. " ... la relación de 
trabajo -dice Mario de la Cueva- hace nacer en favor de los trabaja­
dores un derecho en la empresa". 6 

, 

En la dbctriila se ha generalizado la opinión de que el Derecho 
Laboral opera de dos maneras sobre la e_mpresa: 

1. Prestando contenido jurídico /a las relaciones de la empresa, a 
, i , , -~ ¡V.t u.e;;~nt 
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las qÚe ~I derecho del trabajo conforma jurídicamente como relacio­
nes contractuale~. 

2. Reclamando la integración del personal a la empresa median­
te la conformación jurídica de los medios que posibilitan dicha inte­
gración. 

El afán de lucro ha deshumanizado la empresa. Pero aún así la 
empresa reviste gran importancia tanto para el empresario como para 
el trabajador. Es necesario mejorar las · relaciones humanas en los 
establecimientos por todos los medios humanamente posible: la esta­
bilidad en el empleo representa uno de esos medios, ya que impide 
despidos arbitr~rios e injustos. 

H. Reinstalación del Tliabajador 

La estabilidad en el empleo significa substancialmente: el ~ere­
cho que tiene él _trabajador de permanecer indefinidamente en el 
empleo y la exigencia de una causa justificada para el despido, y la 
calificaciqn. de la justificación por la autoridad competente. 

Cuando ocurre un despido injustificado las legislaciones recu-
rren a uno de los medios siguientes: ' 

I 

J. La reinstalación obligatoria del tra.bajador. " ... el despido sin 
causa justificada no extingue la relación laboral. .. la ilegalidad y 
consecuencia! nulidad de aquél, subsiste y constituye el fundamento 
de la sentencia que ordena la reincorporación". 7 

Realmente, el juez que ordena la reinstalación d~I trabajador a 
su empleo no está creando un empleo para el trabajador, sino que 
está confirmando un vínculo existente del que se ha querido despojar 
al trabajador injusta e ilegalmente. 

2. El pago de una indemnización, que es subsidlaria a la obliga­
ción de reinstalar al trabajador. El pago de una indemnización es 
contraria á la esencia' misma de la estabilidad, ya que el trabajador 
como parte más-débil y más necesitada de la relación laboral, acepta 
fácilmente la ruptura del contrato de trabajo a cambio de una indem­
nización. 

En el estado actual de nuestra legislación laboral ni siquiera se le 
da la oportunidad al trabaj~dor de optar por la reinstalación o el pago 

22 



UnitJersidad Católica Madre y Maesmi 
BIBLlOTECA 

de una indemnización, cosa ésta que es permitida por la mayoría de 
las legislaciones. 

En nuestro país, el trabajador despedido injustificadamente está 
avocado a una sola vía : aceptar el pago de las indemnizaciones deri­
vadas de la Ley o del contrato de trabajo. 

111. El Derecho Positivo Dominicano y la Estabilidad 

A. Planteamiento General 

A partir del año primero de la Era Cristiana varios acontecimien­
tos han influido en el Status jurídico-social del trabajador. Entre 
estos acontecimientos tenemos los siguientes: la obra educadora de 
Jesús de Nazaret, el descubrimi.ento de la máquina de vapor, la doc­
trina Marxista, la fundación de la Organización Internacional del 
Trabajo {OIT), la doctrina social de 1.a iglesia y la entrada en juego del 
concepto de justicia social. 

El concepto de justicia s9cial está insertado en los principios 
fundamentales d,el Código Dominicano de Trabajo: El Trabajo es una 
función social que se ejerce con la protección y asistencia del Estado 
y éste debe velar porque las normas del t rabajo se sujeten a sus fines 
esenciales, que son el bienestar humano y la justicia social. De aquí se 
desprende uno de los caracteres de nuestro derecho del trabajo: el de 
ser positivamente proteccionista. Además nuestro derecho laboral es 
un derecho sectario, conciliador, intervencionista, espontáneo, y es 
contradictorio. · 

1 

· En ,cuanto a la estabilidad en el empleo, nuestra legislación la­
boral, por un lado, toma verdaderas medidas .de estabilidad en el 
e·mpleo,como es la protección de la mujer embarazada, la presunción 
del artículo 16, sustitución de patronos, cesión de empresa ... y, por 
otro lado, toma medidas qµe colocan al trabajador en una situación 
de inestabilidad en su empleo, Verbigracia, la Ley 269 de 1966 que 
quita la protección laboral a las personas que prestan servicios al 
Estado y a las instituciones autónomas. 

B. Formas de Terminación del Contrato de Trabajo y Estabilidad 

"La estabilidad es el propósito que se persigue con el contrato 
de trabajo ... ". 8 Con la ruptura arbitraria del contrato de trabajo se 
frustra la estabilidad en el empleo. .,.i~~,~¡ 

"l i ti-l. ~ l d J 
.J . 
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Dentro de las formas dé terminación sin responsabilidad para las 
partes, el mutuo consentimiento constituye una reminiscencia del 
artículo 1134 del Código Civil. El mutuo consentimiento es una 
reminiscencia del individualismo del Derecho Civil, por lo que no 
debería hablarse de mutuo consentimiento en derecho laboral, el cual 
es una causa de ruptura aplicada a todos los tipos de contrato de , 
trabajo. , 

En la ruptura del contrato con responsabilidad para las bartes el 
desahucio debe eliminarse por ser la causal más común de termina­
ción del contrato de trabajo por tiempo indefinido. El desahucio 
constituye, según el Profesor Ramón García Gómez, una evolución 
del derecho de resiliación unilateral pr~pia de los contratos a dura­
ción indefinida en el Derecho Civil, en la medida en que obliga a un 
preaviso que tiende a evitar las consecue,icias intempestivas de la 
ruptura. 

En cuanto ~I despido como forma de terminación con responsa­
bilidad del contrato, poco importa, en el estado actual de nuestra 
legislación, que sea justificado o injustificado, ya que si el patrono no 
prueba la justa causa de despido el tribunal declarará el despido 
injustificado (Art. 84 Código del Trabajo) y RESUELTO EL CON­
TRATO POR CULPA DEL PATRONO. · 

C Medidas de Estabilidad en el Empleo y en los Ingresos 

En nuestro país existen disposiciones insertadas en los pactos 
colectivos, en las convenciones de las partes y en la Ley, que vienen a 
ser medidas de estabilidad en el empleo. 

Dentro de esas medidas están las encaminadas a la protección 
del ,salario como móvil determinante del trabajador. Así tenemos el 
principio de que a igual trabajo-igual salario (Arts. 186 y 196 Código 
del Trabajo) . Además, el período máx imo en que se debe. pagar el 
.salario es de un mes, la prohibición de pag©s parciales, el salario 
mínimo que es una limitación a la autonomía de la voluntad, la 
inembargabilidad del salario en lo referente al embargo retentivo, que 
tiene por final.idad proteger al trabajador contra sus acreedores. La 
prohibición de hacer descuento y retenciones al salario es otro meca­
nismo para su protección. Finalmente, está el superprivilegio del sala­
rio que es una ventaja concedida a los trabajadores que le permite 
cobrarse con preferencia sin aceptar la concurrencia de ningún acree-
dor salvo el Estado. ·, 
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Otra medida de estabilidad la constituye la nacionalizaci<:>n del 

trabajo (Art.125 Código del Trabajo), que reglamenta en qué propor­
ción debe estar el personal nativo con respecto al extranjero. 

La protección de la mujer embarazada es otra medida de estabi-
1 idad en el empleo (Art. 211 Código del Trabajo). 

La presunción legal del contrato de trabajo (Art. 16 Código del 
Trabajo) es una verdadera medida de estabilidad, ya que en dicho 
texto se consagra la tesis d_e la relación de trabajo. 

Por otra parte la sustitución de patronos (Arts. 57, 58 y 59 · 
Código del Trabajo) es otra medida de estabilidad en el empleo, lo 
que viene a robustecer la noción de empresa entendida ésta en el 
sentido específico del derecho social. 

La suspensión del contrato de trabajo (Art. 4 7) que éxime tem­
poralmente del cumplimiento de la relación de trabajo y la misma 
obligación impuesta al patrono de reconstruir la empresa en caso de 
siniestro (Art. 67) , son medidas tendientes a garantizar la perma­
nencia de la relación de trabajo. 

Nuestro Código de Trabajo (Art. 411) consagra la existencia, en 
· el Departamento de Trabajo, de una sección denominada Oficina de 

Empleo con las siguientes atribuciones: Mantener un registro de los 
trabajadores desocupados y de los empleos vacantes, suministrar las 
informaciones que les soliciten patronos y trabajadores, expedir certi­
ficados de desocupación a trabajadores sin empleo y cancelar estos 
certificados cuando el trabajador sea empleado. Esta oficina debe 
dinamizarse con la finalidad de que se reduzca el actual nivel de 
desempleo existente en nuestro país: 

D. Medidas que Atentan contra la Estabilidad 

Si bien es cierto que en nuestra legislación encontramos disposi­
ciones que constituyen medidas de estabilidad en el empleo, no 

. menos cierto es que otras disposiciones colocan al trabajador tanto 
en una situación .de inestabilidad económica así como también en su 
empleo. 

La Ley 2059 del 22 de Junio de 1949, modificada por las leyes 
143 del 19 de febrero de 1964 y la ley 269 del 24 de Junio de 1966, 
actualmente vigente, viene a escatimar derechos ya reconocidos a los 
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trabajadores. En efecto) ella quita la protección laboral a las personas 
que prestan servicios al Estado y a las instituciones autónomas del 
mismo, protegiendo sólo los trabajadores en cuyas actividades predo­
mina el esfuerzo muscular. 

En algunos países se le da protección laboral a los funcionarios 
y empleados públicos, tal es el caso del Brasil donde éstos tienen 
derecho a estabilidad después de dos años de servicios. 

La separación del trabajo intelectual y el manual obedece a las 
desigualdades sociales petrificadas entre los opresivos I ímites de una 
oprobiosa jerarquía social. 

Las obligaciones del patrono de pagar sumas por encima de lo 
dispuesto por la ley en caso de despido injustificado es atentatoria a 
la estabilidad del trabajador en el empleo. 

E. . La jurisprudencia Dominicana en Materia de Estabilidad 

El legislador al elaborar la norma no puede prever todas las 
situaciones jurídicas que nacen como consecuencia del trabajo de los 
hombres. 

La causa del derecho del trabajo es hoy día socorrida, en una 
noble emulación de la jurisprudencia, por la convención colectiva de 
condiciones de trabaj.o. · 

No obstante, en nuestro país se han suscitado, discrepancias 
entre la · jurisprudencia y pactos colectivos colocando al trabajador en . 
una situación de inestabilidad. 

La posición de nuestro más alto tribunal de justicia ha sido 
fluctuante en materia de estabilidad. Unas veces vemos sentencias 
que favorecen la estabilidad de los trabajadores y, otras que perju­
dican a los trabajadores haciendo aparecer a la jurisprudencia como 
menos social que la regla que está sujeta a interpretar. 

En una ocasión en que fueron despedidos los directivos de un 
sindicato, en cuyo pacto se consagraba su inamovilidad, bajo el 
su puesto de que habían participado en u na huelga sin arreglo a I a ley; 
nuestra Suprema Corte de Justicia se pronunció al respecto diciendo 
que la obligación del patrono es una obligación de no hacer y ésta no 
podría entrañar la reinstalación obligatoria de los trabajadores des­
pedidos. Permitir esto -sigue diciendo nuestra Suprema Cdrte-
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r~sultaría intolerable en e ó~den social,-pues no se puede obligar al 
patrono a tener en su inmediata cercanía a un trabajador que no le 
acomode; lo que sería volver a los tiempos de las servidumbres perso­
n_ales hace siglos 'superados.9 

Esta sentencia por su importancia negativa para la estabilidad 
merece un comentario: 

1. Es una seotehcia pretoriana. En ella los jueces no hacen su 
verdadero papel de intérpretes, de verdaderos esclarecedores y aplica­
dores de las normas, sino por el contrario, de legisladores, ya que la 
reinstalación obligatoria no está prohibida en nuestro derecho 
laboral. 

2. Es una sentencia con un enfoque civilista. El surgimiento del 
Derecho Laboral se debió a la imposibilidad de aplicación de ciertos 
principios establecidos con relación a las cosas pues el derecho civil 
rige relaciones patrimoniales. 

3. Es una sentencia contraria a los fines de la moderna seguridad 
social. El obje.to de la seguridad social es el de qu,e el hombre viva sin 
amenaza. 

Yerra nuestra Suprema Corte al considerar que sería intolerable 
para la paz y el orden social "obligar a un patrono a tener en su 
inmediata cercanía a una persona que no le acomode ... " El Derecho 
del trabajo ha pasado de un derecho sectorial a un derecho de masas. 
El mantener una concepción tutelar del derecho del , trabajo, de 
familia, individual, paternalista, como lo es favorecer los intereses de 
una persona en desmedro de intereses colectiv<;>s, sí es verdadera­
mente retornar "a los tiempos de las servidumbres personales hace ya 
siglos superadas". · 

Otras sentencias, por otra parte, son favorables a la estabilidad. 
Así ha señalado nuestra Suprema Corte de Justicia que "es propósito 
manifiesto del Código de Trabajo• asegurar hasta donde más sea 
posible, la estabilidad de la relación de trabajo; que, por tanto, los 
hechos susceptibles de justificar la ruptura de esa rélació,n deben ser 
siempre de carácter grave .. . " 1 0 

, ' 

En un caso relativo a suspensión del contrato manifestó la 
Suprema Corte que "la finalidad esencial de la relación laboral. . . es 
la permanencia de los trabajadores en sus empleos y tareas, -con la 
mayor estabil.idad humanamente posible, que ni la fuerza mayor ni el 
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caso fortuito, ni otras imposibilidades de ejecució'n de los_ trabajos 
son . .. una justificación de la terminación de los contratos. 11 

En I ínea general, ésta es la orientación de nuestra jurisprudencia 
en materia de estabilidad en el empleo: unas veces positiva y otras, 
negativa. Más tarde o más temprano, nuestra jurisprudencia tendrá 
que emprender una: orientación sistemática positiva en materia de 
estabilidad. 

F. Balance y Perspectivas del Derecho Dominicano 

El actual derecho positivo dominicano del trabajo es un derecho 
contradictorio. En nuestra legislación no es raro encontrar disposi­
ciones, que van en beneficio de los trabajadores, esto es, positivas y 
disposiciones que van en desmedro de los mismos, es decir, negativas. 

En su origen el derecho dominicano del trabajo es el fruto de la 
intervención del Estado para reglamentar la deshumanización de la 
economía que el mismo había provocado. 

"La deshumanización · de la economía dirigida por el Estado 
gendarme -señala Krostochin- dio lugar al nacimiento del derecho 
laboral. Parece contradictorio qué hoy día ese mismo Estado sea_ el 
supervisor de las relaciones de los trabajadores y patronos. 1 2 

Esa contradicción jurídica ha llevado también a nuestra juris­
prudencia a caer en las mismas contradicciones. 

Realmente, la verdadera ·estabilidad de los trabajadores sólo 
puede lograrse con una verdadera centralización de los procesos eco­
nómicos. En nuestro medio es factible por lo menos que se le dé la 
opción al trabajador de aceptar el pago de una indemnización o su . 
reinstalación.en el puesto. 

/JI. Conclusión 

Es indudable que la estabilidad en el empleo, representa uno de 
los medios más idóneos para mejorar las condiciones humanas en los 
establecimientos y, a la vez, para impedir los despidos caprichosos y 
arbitrarios. 

La estabilidad en el empleo debe ser necesariamente compatible 
con la vida social, económica del país en el cual se establece. Es la 
forma correcta en que debe proceder el legislador al establecer 
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normas legislativas tly reglamentarias y al reformar el sistema laboral 
en los aspectos de sus disposiciones, que se convierten en trabas para 
el establecimiento de 1~ e_stabilidad en el empleo. 

La reforma laboral está incluida como uno de los objetivos gene­
rales de una poi ítica para el desarrollo, con la finalidad de establecer 
condiciones de trabajo más jústas, estableciéndose así un n◄vel más 

· decoroso de vida para el trabajador. 

En nuestro país existen disposiciones que hacen frustratoria la 
estabilidad en, el empleo. Así, se hace necesaria la intervención del 
legislador para hacer desaparecer el desahucio, como causal más 
común de la relación laboral. Es necesario, además, la nulidad de los 
despidos injustificados, reglamentación de los despidos masivos, 
reglamentación del período de prueba y generalización de la protec­
ción laboral para los funcionarios y empleados públicos. 

El alto índice de desempleo forzoso y de subempleo es una 
característica del subdesarrollo, fenómeno cuya causa esencial es de 
naturaleza estructural por' deformación y deficiencia económica. Es 
por eso que la población activa se desplaza de unos países a otros 
-caso del gran número de dominicanos residentes en Estados 
Unidos- en respuesta al estímulo de apreciables diferencias salariales, 
niveles de vida y de condiciones de trabajo. En algunos casos la 
migración de trabajadores entre países limítrofes es clandestina 
-como el caso de la entrada de braceros haitianos a nuestro país- lo 
que da lugar, además de problemas de. empleo, a problemas legales, 
sociales y hasta diplomáticos. . 

Los movimientos internacionales de factores han traído restric­
ciones diversas para la estabilidad en el empleo. Los inversionistas 
extranjeros han visto en América Latina el mejor lugar en donde 
invertir sus caphales, tanto por el atraso cultural y social, así como 
por estar sus riquezas sin explotar lo .que le daría un sinnúmero de 
privilegios. 

Nuestro país ha sido receptor directo de inversiones extranjeras, 
llegando el inversionista extranjero a tener el control absoluto o casi 
absoluto del negocio, lo que además de ser perjudicial para cierta rama 
de la economía nacional puede afectar desfavorablemente las oportu- . 
nidades de empleo de los trabajadores. Con la presencia de empresas 
extranjeras, pese que han coadyuvado a un mayor cr:ecimien-to econó­
mico, la situación del desempleo ha ido agra~t~considerable-
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mente. De ahí que cada día más se impone la revisión de las condi­
ciones contractuales con las compañías transnacionales .como una 
medida tendiente a modificar las causas que mantiene el actual nivel 
de empleo y subempleo en nuestro país . 

. Otra medida de estabilidad que contribuiría de manera eficaz en 
nuestro país a elevar el nivel de empleo lo es una real y efectiva 
reforma agraria. La distr ibución de la propiedad del suélo cultivable 
en la medida en que ella establece un régimen más democrático, más 
justo y más social de propiedad, producción, distribución y consumo, 
ayuda de manera progresiva a un mejor empleo de los recursos. 

Determinadas medidas temporales vendrían a mermar el 
desempleo que provocan los trabajos de temporada. Una medida tem­
poral sería . la creación de empleos que vengan a llenar los meses 
"muertos", como sería la explotación de los subproductos de la 
caña: furfural, abonos ... 1 que siguen al finalizar una temporada 
como lo es la Zafra. 

Estos cambios superficiales en la estructura económica, social y 
jurídica de nuestro país sería_n los primeros pasos para la erradicación 
del mal del desempleo y el subempleo. La erradicación total de estos 
males sólo se lograría a través de cambios estructurales profundos, los 
que modificarían por completo las causas que mantienen el actt,Jal 
nivel de empleo en la República Dominicana. 

En lo que respecta a la estabilidadJ fundamentalmente la l'lamada 
absoluta, ésta sólo podría lograrse en un sistema económico que 
reúna en su seno una verdadera centralización de los procesos econó­
micos, tendiente al logro de fines económicos en beneficio del interés 
Golecti,vo. 
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EXCEPCIONAL PRINCIPIO 
DE LA DIVULGACION DEL SECRETO PROFESIONAL 

Por Rosa Batlle, Carmelina Gil y Wardes Tabar 

Introducción 

A continuación haremos una breve exposición acerca de lo esta­
blecido en el artículo 377 del Código Penal, el cual trata el llamado 
Secreto Profesional y las excepc.iones a este principio fundamentadas 
en la protección del orden y la seguridad social. 

En nuestro caso, nos corresponde analizar el artículo 52 de la 
Ley 168, sobre Drogas y Narcóticos, de fecha 12 de mayo de 1975, 
el cual constituye una excepción a lo dispuesto por el artículo 377 
del Código Penal, y así establece, que no ,constituye una violación al 
Secreto Profesjonal, la revelación hecha por el Médico cuando cons­
tata un caso de drogadicción, y dicha revelación debe ser comunicada 
a la Secretaría de Salud Pública y Asistencia Social. 

Pero debido a que en la práctica lo dispuesto por el artículo 52 
de· la referida ley no es cumplido, nos vemos en la obligación de 
enumerar cuáles serían los métodos que deben ser empleados para 
solucionar tal situación. 

Análisis del Texto Legal. Artículo No.377 del Código Penal, y las 
Excepciones a este Principio. 

Artículo No.377, ''.Los Médicos, Cirujanos y demás Oficiales de 
sanidad, los Boticarios, las Parteras y todas las demás personas que en 
razón de su profesión u oficio, son depositarias de secretos ajenos y 
que, fuera de los casos en que la ley les obligue a constituirse en 
denunciadores, revelaren esos secretos, .serán castigados con prisión 
correccional de uno a seis meses y multa de diez a cien p;¡s". 1 

Hasta la redacción del Código Penal de 1 1,0, ~ existían nin-
gunas sanciones penales -que incriminara ·· - íoiación del Secreto 
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Profesional. Sin embargo el artículo 377 de dicho Código ha llenado 
estas lagunas, estableciendo las sanciones aplicadas en caso de revela­
ción de dicho Secreto Profesional a todas aquellas personas enume­
radas en el mismo, siempre y cuando la ley no le autorice a hacer 
dicha revelación. 

Se entiende por Secreto Profesional, la obligación que dentro de 
ciertas condiciones, tiene el profesional de guardar reservas de los 
hechos por él conocidos en el ejercicio de su profesión. 

El delito de revelación del Secreto, es el hecho de una persona 
que depositaría el Secreto de otra, revela este Secreto en los casos en 

· que la ley no lo prevé. 

Es necesario para que se materialice la violación del artículo 377 
del Código Penal, que el hecho confiado a aquellas personas que 
poseen la calidad establecida por dicho artículo cumplan con ciertas 
condiciones, entre las cuales tenemos: 

7. - Que el agente sea depositario por oficio o profesión del 
Secreto de otro. · 

2. - Que se trate de un Secreto Profesional. 

3. Que la revelación sea de hechos que la ley no permite que 
sean revelados. · 

4. :-- Que la revelación sea efectiva y voluntaria. 

5. - Que haya tenido lugar con una intención criminal. 

De lo antes expuesto, se deduce que todas las veces que una 
persona le revele a otra un Secreto y cuyo revelador no posee la 
calidad establecida por el artículo 377 del Código Penal, cuyo hecho 
no constituye un delito, por el contrario nace una acción inmoral. 

Así como existen condiciones establecidas por la ley relativas a 
la calidad que debe poseer el revelador, así la ley exige que el Secreto 
Profesional reúna ciertas condiciones o requisitos, entre los cuales 
tenemos: 

7. - Que.__ los hechos llegados al conocimiento de las personas 
enumeradas en ,el artículo 3 77 del Código Penal reúnan los requisitos 
exigidos por la ley. 
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3. - Que haya sido confiado en el ejercicio de su oficio o profe­
sión. 

Sin embargo existen hechos· que por sí solos son considerados 
confidenciales y por ende tienen el carácter de Secreto, tal como 
cuando una persona sufre de una enfermedad mental. 

Por el contrario cuando los hechos no poseen ·el carácter confi­
dencial y son comunicados a depositarios que poseen la calidad que 
exige el artículo 377 del Código Penal, la revelación no constituye 
un delito, ya que carece del carácter Secreto. 

L'a revelación hecha por unas de las personas enumeradas en el 
artículo 377 del Código Penal, no reviste ninguna regla especial de 
publicidad, como tampoco tiene ésta que tener el carácter de una 
divulgación. Para que se materialice la infracción, sól_o basta que sea 
comunicado el hecho confiado bajo la forma de Secreto _Profesional a 
una sola persona aun en la más grande intimidad, como es el caso del 
Médico que le confía a su esposa un Secreto que le ha sido confiado 
bajo la forma de Secreto Profesional. 

Para que la revelación surta una violación al artículo 377 del 
Código Penal, es necesario que tenga por objeto una intención cri­
minal, pero al contrario cuando ia misma ha sido producida por caso 
fortuito o fuerza mayor o en caso de una búsqueda de mejorar la 
situación social, no constituye la violación a dicho artículo. 

Así como existen restricciones que prohíben la revelación del 
Secreto Profesional, existen casos en que la ley obliga a revelarlos, 
entre los cuales tenemos: La declaración de nacimiento de un niño, 
así como también de manera expresa el artículo 377 del Código 
Penal dispone que a las personas depositarias por oficio o profesión 
de los Secretos de otros deban revelarlos, convirtiéndose en denuncia­
dores de los mismos, basada dicha renuncia en busca de un bienestar 
social. 

En caso de qu y las personas depositarias tengan conocimiento 
de un crimen o un delito, informados éstos bajo la forma de Secreto 
Profesional, no deben revelarlos, pues se incurrirí~ ~ este hecho 
una violación del artículo 377 del Código Penal.;~ 
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En caso de que el depositario tenga la obligación de denunciar 
un hecho que le ha sido confiado bajo la forma de Secreto Profe­
sional y no cumple con lo dispuesto por la ley, es decir que debe 
denunciarlo, a dicho c;lepositario no se le aplicará ningún tipo de 
sanción, ya que no existe ninguna disposición legal que lo incrimine. 

Relativo al hecho de que una persona, la cual posee una de las 
calidades establecJdas por el artículo 377 del Código Penal se le ha 
confiado un hecho bajo la forma de Secreto Profesional y ha sido 
llamada como testigo, ésta tiene derec.ho a oponerse a declarar basán­
dose, que las noticias que tiene sobre ese hecho le han sido confiadas 
bajo la forma de Secreto Profesional, y cuya .negación no constituye 
la aplicación de una sanción, pero al contrario el depositario sí puede 
divulgar toda clase de noticias que sepa sobre un hecho determinado, 
siempre y cuando que las mismas las haya conocido no bajo la forma 
de Secreto Profesional. 

Por tales motivos se considera que la negación a divulgar los -
hechos confiados bajo la forma de Secreto Profesional por parte del 
depositario, no ~olamente es un derecho sino un deber. 

Ahora nos nace una interrogante y es la relativa a determinar: 
¿ En qué se fundamenta el legislador para disponer en ciertos casos 
que las personas que poseen la calidad establecida en el artículo 377 
del Código Penal deben convertirse en denunciadores? · 

Nuestro legislador ha establecido este principio basándose en 
que dicha renuncia va en busca de un mejor bienestar y seguridad 
social, tanto para el individuo en particular como para la sociedad en 
general, como es el caso por ejemplo en que el Médico se encuentra 
frente a una Epidemia por él diagnosticada y que con el fin de 
detenerla se la comunica al Ministerio de Salud, tratando de evitar 
lacerar la salud y la vida del conglomerado, como también le es 
permitido al Médico poder divulgar una enfermedad que presente 
características poco frecuentes y para . la cual ha descubierto un 
nuevo tratamiento y en cuya divulgación se puede hacer constar los 
síntomas de dicha enfermedad y los medios para combatirla, dado 
que este tipo de divulgación va en provecho de la sociedad. Pero si 
bien es cierto que se permite divulgar lo antes expuesto, no es menos 
cierto que se prohíbe divulgar el nombre de la persona afectada por 
dicha enfermedad, hecho que engendraría la violación del artículo 
377 del Código Penal. 

Pero con relación al artículo 52 de la Ley 168, sobre Drogas y 
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Narcóticos de fecha 12 wavo de 19. al nos interesa anali­
zar, establece dos casos en los cuales el Médico t onocedor de los 

mismos debe comunicarlos a la Secretaría de Estado de Salud Pública 
y Asistencia Social, convirtiéndose dichos Médicos en denunciadores. 

· Estos casos son: 

A) "Sobre cualquier caso de Narcoman ía y tan pronto como 
tenga conocimiento del mismo, en ocasión del ejercicio de su pro­
fesión". 2 

B) "Acerca de cada paciente de Narcomanía que esté tratando, 
con indicación del tratamiento a que le haya sometido y en cuanto a 
la dosis de drogas narcóticas que le apliquen". 3 

Ratificamos que estas disposiciones expresadas por la ley, el 
legislador las ha dispuesto buscando un mayor bienestar social, tanto 
para el individuo en particular el cual le ha revelado su quebranto, 
como para la sociedad en general. 

Sin embargo hoy día en la República Dominicana, lo dispuesto 
por el artículo 52 de la Ley 168 sobre Dro~as y Narcóticos, no es 
cumplido en la práctica por los Médicos, basandose éstos en que las 
autoridades competentes para recibir las denuncias, no reaccionan en 
beneficio de la persona denunciada, pues lo tratan como un delin­
cuente y no como a una persona que debe ser reeducada. 

De nuestra parte justificamos el comportamiento de los 
Médicos, ya que ellos ven afectada la integridaq física y moral de sus 
clientes por el hecho de denunciar su quebranto, ya que las autori­

dades competentes para recibir la denuncia, adoptan el mecanismo 
menos indicado, tal como el empleo de torturas con la finalidad de 

averiguar cuáles son los traficantes en el país, hecho que va en contra­
dicción a lo dispuesto por el artículo 54, d~ la referida ley el cual 

prevé que "el Secretario de Estado de Salud Pública y Asistencia 
Social podrá ordenar el internamiento en un hospital del Estado de 
cualquier persona enferma de Narcoman ía hasta su completa cura­

ción sin perjuicio de la pena que le corresponda por violación a lo 
previsto en la presente ley".4 

Ahora bien, nos cabe preguntarnos: lCuál será el método que 

debe ser aplicado con la finalidad de que el Médico se vea obligado a 
denunciar los casos establecidos en el artículo 52 de la Ley 168 sobre 

Drogas y Narcóticos constatados por él? . 
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Para buscar una solución a tal hecho es necesario establecer: 

1. - Que la Ley de Drogas y Narcóticos sea reformada, con la 
finalidad de establecer sanciones a todos aquellos Médicos que no 
cumplan con lo dispuesto por el artículo 52 de la referida ley. 

2. - Que el Estado, institución que tiene por finalidad la preser­
vación del orden público y la seguridad social, debe preocuparse en 
fomentar verdaderos Centros de Tratamientos y Orientación, los 
cuales deben estar integrados por un personal capacitado y aparatos 
suficientes, para poder rendir la labor de reeducación del adicto a las 
drogas. 

Consideramos que por medio del implantamiento de lo antes 
expuesto, podríamq_s obtener un menor índice de adictos a las 
drogas, pues con el establecimiento de Centros de Tratamientos y 
Orientación, donde se deben utilizfir los métodos más avanzados para 
la cura a los individuos que padecen de este mal, y por medio de la 
implantación de la sanción al Médico conocedor de los casos de 
drogadicción que no los denuncie, se obtendría un mejor control de 
quienes se enc_uentran padeciendo de este quebranto, el cual no sólo 
afecta al individuo que lo padece, sino también a la sociedad en 
general. 
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LA PARTICIPACION DE LOS TRABAJADORES 
EN LA EMPRESA 

Por Julio Gustavo Olivo Veras 

La empresa como ente económico se ha enclavado dentro de las 
estructuras económicas y sociales de la mayor'ía de los países, no sólo 
acrecentando riquezas particulares sino también la del medio social 
donde se desenvuelve. 

La empresa aparece como el fruto de la coordinación de tres 
factores: el jefe de empresa, el capital y los realizadores del trabajo. 
Los primeros normalmente se confunden, por lo que en la genera­
lidad de los casos sólo se habla del capital y del trabajo. La impor­
tancia del capital para el desarrollo de la empresa y por ende para los 
puebl_os es innegable e igu~I afirmación se puede hacer del factor 
trabajo. Ahora bien, aún cuando en términos puramente económicos, 
el elemento trabajo, no es en el seno de la empresa más que un factor 
de la producción, en lo que respecta al Derecho, por lo que hay de 
humano en este factor, es más que eso, con razón dice la Mater• Et 
Magistra que "El Trabaj,o debe ser valorado y tratado no como una 
mercancía sino como expresión de la persona humana". 1 He ahí una 
r~ón muy poderosa para reconocer y aceptar los derechos de los 
trabajadores. Sin embargo no podemos dejar de reconocer 1que en 
nuestra realidad social, la supervivencia de forma precapitalista de 
organización económica ha dificultado el desarrollo nacional. Y esto 
ha limitado la capacidad de la empresa para responder en una mejor 
medida a las expectativas obreras. Si no reconocemos esta realidad y 
le exigimos a la empresa cond icipnes que la carguen de una manera 
muy onerosa, estaremos no sólo ahuyentando el capital sino 
poniendo en juego una de las unidades vitales para el desarrollo. 

l. Citado en: A.C.N. de P. Reforma de la Empresa. Euramérica, S.A. Madrid, 1969. Pág. 
380. 
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Bajo este marco de referencia es que vamos a analizar la partici­
pación de los trabajadores en la empresa. 

Participación de los Trabajadores en la Empresa . 

a) En la di rección de la empresa. 
b) En los beneficios de la empresa. 

Una vez realizado el contrato de trabajo y el trabajador se inte­
gra a la actividad productiva, la empresa, se dice que se conforma una 
comunidad entre trabajadores y empresa, en la que ambos van a ser 
titulares de derechos y obligaciones. Esta integración del trabajador a 
la célula productiva no se reduce hoy día a sólo cumplir con su labor 
y en cambio recibir una paga, sino que éste exige una mayor partici­
pación. 

Esta participación a que nos referimos, se dirige en dos vertien­
tes: Una participación intelectual, _ en el sentido de que el traba­
jador desea participar de las expectativas e inquietudes que se respi­
ran en la empresa; y la otra participación es material, esto es, en las 
utilidades o beneficios que obtiene la empresa. A la primera lo con­
duce I as necesidades orientadas a "conducir", a "dirigir", "a ejercer 
el poder", etc., éstas son algunas de las motivaciones que los sicólo­
gos industriales más destacan en este sentido.2 A la segunda lo lleva, 
una razón muy sencilla, la necesidad económica, la cor,iciencia de que 
el salario no es· suficiente, y que en consecuencia ellos son acreedores 
a una parte de los resultados fi.nancieros de la empresa. 

Pero ambas participaciones no son tan .sencillas como acabamos 
de enunciarlas, su comprensión, sobre todo a la luz del De recho, 
requiere de un estudio más detallado. 

a) En la Dirección de la Empresa 

En nuestro derecho en principio, el que tiene la propiedad de 
los bienes incorporados a la empresa, es al que le está atribuido la 
dirección de ésta. Este es un principio que nos viene de tiempo 
pasado. Este poder de decisión interna, después de haber pasado, en 
el ,siglo XIX, de los propietarios de las tierras a los propietarios de 
capital, en las últimas décadas ha pasado a los gestores de capital, es 
decir, quienes dirigen en la actualidad , en la generalidad de los casos 

2. Véase : Sicología del Trabajo, Arnulf Russel , Eds. Morata, S.A. Madrid 1968, Pág. 281 
y SS; Dirección Administrativa Eficaz. James, J. Cribbin. Cía. Editora Continental, 
S.A. México 1973. Págs .. 165 y SS y otras. , 
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donde el movimiento empresarial ha alc¡rnzado un cierto auge, són 
los mandatarios 'ele los propietarios. Es preciso decir que este proceso 
está apenas iniciado en República Dominicana. 

De todas maneras, es el empresario el que reúne los capitales, 
escoge el lugar, agrupa la mano de obra, utiliz¡i un presupuesto y un 
plan, en fin reúne los elementos y los coordina, tomando en cuenta 
las condiciones de mercado y origina' de este modo, la empresa. Estas 
razones económicas apuntalan ser derecho de dirección, y en auxilio 
de éstas vienen otras de índole jurídicos. Krotoschin afirma que "este 
poder de dirección del patrono es el corolario de la dependencia 
personal en la cual el trabajador se ha colocado",3 en efecto, la 
característica distintiva del contrato de trabajo es la relación de 
subordinación del trabajador respecto del patrono en la ejecución de 
sus funciones. 

Sin embargo, desde un tiempo relativamente reciente, en 
algunos países se h.a hablado de coges~ión o colaboración en la direc­
ción de la empresa, como medio de participación de los trabajadores 
en la dirección de la empresa. El movimiento tiene su cuna en 
Alemania hacia 1849 llegando a cristalizarse en leyes más adelante. 
Ali í se sugería que se formarán comités de establecimiento los cuales 
estarían destinados a mediar entre el asalariado y el empresario en 
caso de controversia. Hacia 1890 en Francia, sobre todo, en las 
empresas mineras, surgen inquietudes similares a las vividas por 
Alemania 50 años atrás. Pero son las dos grandes guerras las que van a 
conseguir desarrollar una mayor colaboración entre trabajadores y 
empresarios, la razón fue, la necesidad de aumentar la producción, 
sobre todo en aquellos sectores más ligados a la producción de arma­
mentos y accesorios para I a contienda. Como se advierte existían dos 
razones muy peculiares: la necesidad de defensa y ataque y un sen­
tido de patriotismo exaltado por las circunstancias. Así se sentó, el 

, precedente, dando origen en varios países y manifestándose en dis­
tintas formas, a la colaboración de los obreros en la dirección de la 
empresa. 

Hacia 1951 la O.I.T. toma carta en el asunto de un modo defi­
nido recomendando dicha colaboración en el plano de la dirección de 
la empresa. 

En estas recomendaciones se especifica que las medidas a tomar 

3. Krotoschin, Ernesto, Tratado Práctico· de Derecho del Trabajo, Vol . 1, Eds. Depalma, 
Buenos Aires 1965, Pág. 194. 

45 



para favorecer dicha colaboración podía ser fruto de la iniciativa 
privada o del legislador, tomando en cuenta las características de las 
diversas empresas. 4 ' 

Las formas que adoptan para permitir esta participación varía 
de un país a otro, formándose organismos que >an desde la simple 
consulta hasta la cogestión total".5 

Pero hagamos un paréntesis para hacer una aclaración de lugar: 
Entre estos organismos y los sindicatos se ha establecido una nítida 
distinción respecto de sus funciones. Los primeros no son órganos de 
reivindicación, aunque en ocasiones obtengan esos resultados; en 
cambio, el sindicato es el instrumento de lucha, "de fuerza", de los 
trabajadores para exigir y obtener, antes que. nada, sus reivindica­
ciones económicas. De ninguna manera ambos organismos son anta­
gónicos, sino que en ocasiones se prestan su colaboración. 

Pero volvamos a los caracteres de los instrumentos de colabora­
ción o cogestión en la dirección de la empresa. Decimos que éstos 
varían de un país a otro e igualmente se da el caso de que éstos 
varían hasta de una empresa a otra, aún dentro de yn mismo país; 
esto imposibilita una clasificación de estos organismos. 

Algunos de los -nombres adoptados por ellos son: Consejo de 
Empresa, Comités de Empresa, Jurados de Empresa, Comités Profe­
sionales, Representación de Establecimientos, Comisiones Mixtas, 
etc. Estas denominaciones no sólo envuelven diferencias formales en 
cuanto al modo de elección de los miembros que la conforman, el 
número de obreros y . representantes de los patronos, etc., sino que 
ocurre que existe diferencia en cuanto al grado de ,extensión de las 
funciones. Así, refiriéndose a ellos, algunos autores hablan de que su 
objetivo en la dirección es de codeterminación o cogestión y -otra de 
colaboración. Es importante no pasar desapercibida estas diferentes · 
denominaciones, ya que ellos implican una mayor o menor ingerencia 
en la dirección de la empresa por parte de los trabajadores. 

Codeterminación y cogestión dan la idea de Co-dirección en los 
mandos superiores. "La Cogestión -dice Ballester Hernández- es una 
intervención gel obrero en la empresa, en sus organismos directivos 

• 
4. O.I.T. "La colaboración en la industria. Ginebra 1951. Estudios y Documentos, 

"Nueva Serie" No. 26. Pág. 5- 6. 

5. Contreras, Machiavello-Colaboración y Cogestión de la Empresa. Edit. Jurídica de 
Chile 1968, Pág. 68. 
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con poder de decisión y en los organismos deliberantes con voz y 
voto";6 en cambio-colaboración da la idea de órganos que provienen 
del personal también, pero con el objeto de exponer sugerencias, dar 
a conocer su punto de vista, formar equipos de trabajo o de accesoría 
y consulta, todo ello con el fin de hacer más efectiva la realización de 
las tareas. 

De todos modos la pregunta surge: lHasta dónde debe llegar la 
ingerencia de los obreros en la dirección de la empresa? 

Entendemos, que atendiendo a las mismas funciones, en los 
diferentes niveles la empresa, éstas sirven de pautas para establecer 
prerrogativas y limitaciones. La empresa realiza funciones técnicas, 
puramente económicas y sociales. A nivel técnico, la cogestión no 
parece admisible ya que éstas son funciones altamente calificadas que 
no se prestan a improvisaciones, hi la generalidad del asalariado la 
domina. Respecto de las funciones económicas, no se puede favo­
recer una participación abierta y general, ya que al igual que el ante­
rior es de la exclusiva competencia no sólo del jefe de empresa sino 
de un grupo selecto de asesores (economistas, abogados, publicistas, 
etc.). En el aspecto en que sk.favorecimos la participación amplia, no 
sólo porque favorece la empresa, sino sobre todo al trabajador, es en 
el social. En este aspecto es que el trabajador se siente útil y no ajeno 
a la empresa. 

Ya vimos que hay dos formas de iniciar esta colaboración: 

Por iniciativa de la dirección de la empresa, pero ... lpor qué no 
POR INICIATIVA DE LOS TRABAJADORES?, y por impulso_ del 
legislador. Aunque la segunda forma ofrece uniformidad y rompe el 
hielo en caso de que ambas partes se negaran a iniciarla, la primera, 
por iniciativa de las partes es la más fructífera; en ésta sí pueden 
adaptar de mutuo acuerdo esa colaboración a las características parti­
culares de la empresa. En nuestro medio los convenios colectivos 
intervenidos entre las partes pueden realizar un papel eficaz 
estableciendo medios de colaboración interpretando así el principio 
11 del Código de Trabajo que "consagra el principio de la cooperación 
entre el capital y el trabajo como base de la economía nacional". 

Participación en los Beneficios 

Hemos insistido en descubrir en la empresa tres factores, el 
capi~al, la dirección y el trabajo. El capital, que lo domina 

6. Ballester Hernández-Lecciones de Derecho Laboral, Santo Domingo, 1966, Pág. 108. 
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regularmente la dirección, es que asegura la retribución a los restantes 
factores, asume el riesgo y percibe el excedente que se produce por 
diferencia entre el producto total y los gastos totales. Es esto último, 
lo que se discute; el trabajador, además de procurarse su salario 
quiere también parte de los beneficios. Ello ha originado la 
institución denominada: La participación obrera en las ganancias de 
la empresa. De los elementos que la integran hemos visto, la empresa. 
y el obrero en su relación con ésta a través del contrato de trabajo, 
veamos ahora los conceptos de ganancias o beneficios y partici­
pación. · 

Según René Savatier, entre el capital y gananci.a hay una 
estrecha vinculación "ya que el capital, en sus orígenes, se definía 
como "el dinero productor de beneficios".1 Aclaremos qué es y 
cómo se obtiene este beneficio. Beneficio es la diferencia entre los 
productos totales de la empresa y los gastos necesarios efectuados 
por ésta para obtenerlo; un poco más en detalles, los productos 
totales son los ingresos de la empresa recibidos a cambio del precio 
pagado por ellos; los gastos totales los componen, entre otros, el 
costo de la materia utilizada para elaborar esos productos, la 
retribución a los trabajadores a cambio de su esfuerzo, las amortiza­
ciones, gastos fijos; los gastps que le restan a los productos totales, 
cuando el saldo es positivo se obtuvo un rendimiento fruto del 
capital, si este saldo es negativo, se liquida con cargo al capital, sin 
afectar el otro factor de la producción de la empresa; y lo que es más 
el empresario está obligado a retribuir este factor aún cuando la 
empresa haya quedado en la ruina; ahora bien, cuando el saldo es 
positivo, hay posibilidad de que la empresa haya obtenido beneficios, 
y entonces los trabajadores, como otras de sus reivindicaciones, 
exigen una participación. , 

En nuestro país, esta participación tiene carácter obligatorio, 
aunque limitado, así lo específica la ley 288 (del 23 de marzo de 
1972 que aparece en el apéndice No.34 de nuestro Código de Trabajo 
edición de 1974, página 226). Sobre ella seguiremos hablando más 
adelante. Veamos ahora el otro conceptp, la participación, que no es 
más que un porcentaje que el trabajador exige y que la ley, en 
algunos casos como es el nuestro, le acuerda, de las utilidades que 
obtuvo la empresa durante un determinado período de ejercicio, 
normalmente anual, es preciso no confundirla con la participación 
que en calidad de socio tiene un accionista en una empresa, ya que 
aquélla tiene el carácter de complemento del salario. , 

7. Savatier, R. "El Derecho Contable al Servicio del Hombre. Editorial IES, España, 
1~~~~2~. . 
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Pero veamos con mayor cuidado algunas de esta~ afirmacione$~ 
Del Contrato de Trabajo, como sabemos, se desprenden dos 
obligaciones principales, la prestación de servicio para ~• tr~ajador, 
pagar e.ste servicio para el ! patrono, existen otras :.of;)ligaciones 
subsidiarias. La participación en los beneficios .no es el salario por 
definición, como hemos dicho es un complemento del salario q1,1e en 
nuestro derecho positivo, al principio, estuvo sujeto al libre a~uerdo 
de las partes (ver artículo 194 del C.T.D.) y que más tarde mediante 

. Ley No.288 ya mencionada se hace obligatorio. Esta ley establece un 
porcentaje fijo para las empresas de un 10% de sus beneficios a 
repartir anualmente. El artículo 2 de esta ley excluye de esta 
obligación a las empresas establecidas en las zonas francas y que 
según la ley 299 de incentivo y protección industriál de 1968 son 
clase A; también excluye a las ·personas físicas o morales indicadas en 
el artículo 56 de la ley 522 de Promoción Agrícola y Ganadera cuyo 
capital no exceda de RD$75,000.00, y por último, las empresas 
instaladas al amparo de la ley No.153 de P¡romoción e Incentivo del 
desarrollo turístico de 1971. 

Nuestra jurisprudencia reconoce el carácter complementario del 
salario de esta participación en los beneficios (S.C. J .Cas. 7 de Agosto \ 
1956, B.J. No.553, Pág.160). 

Aunque la ley limita este porcentaje, las partes podrían acordar 
uno mayor. 

1 

Independientemente de las críticas y alabanzas que ha recibido 
esta figura jur/dica, ella tropieza con algunas dificultades, como son, 
el problema del cálculo que aun

1
que en nuestro medio el Secretario de 

Estado de Trabajo estableció, a. través de 1a circular No.91 de 1973, 
la forma de dicho cálculo, esto' conlleva operaciones complejas para 
el común de los trabajadores, por lo que se 've obligado a aceptar el 
ofrecido por el jefe de empresa, lo que provoca la suspicacia de los 
críticos de la empresa; otro · inconveniente, es que en nuestra 
legislación no están protegidos con esta participación todos los 
trabajadores, sino aquéllos que lo son de modo permanentes, 
quedando excluidos, los trabajadores "ocasionales, eventuales, 
móviles o a prueba, incluso los ligados por contratos de trabajo por 
cierto tiempo".8 Y un último problema desagradable para la empresa 
es la intervención en los I ibros de ésta que autoriza el artículo 194 de 
nuestro Código de Trabajo. Con toda probabilidad son estas algunas 
de las causas que han llevado a los estudiosos de esta institución a 

8. Hernández Rueda. Op. Cit Pág. 501. 
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reconocer que para su éxito es necesario una larga tradición 
empresarial - en que se haya hecho posible un mayor grado de 
tolerancia entre capital y trabajo. "De hecho, dice Solari Yrigoyen, el 
sistema de participación en los beneficios no se puede considerar 
como primer elemento de un plan de relaciones de trabajo; es más 
bien uno de los últimos". 9 

/ 
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SUMARIO DE.SENTENCIAS 
DICTADAS POR TRIBUNALES DE SANTIAGO,, 

Por Víctor José Castellanos 

INSTANCIA.- RECHAZAMIENTO DE MEDIDA CIVIL 

ATENDIDO: Dr. R.M.Z. abogado solicitó a la Cámara Civil, 
Comercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del Distrito 
Judicial de Santiago la autorización para inscribir una hipoteca 
provisional para gravar inmuebles de la propiedad de los esposos 

. P.M.Z. y C.A.T. casados bajo el régimen de la Comunidad de Bienes. 

ATENDIDO: A que conforme a la Ley No.5119 le acogerá la 
solicitud cuando a juicio de tribunal se considere fundada en motivos 
serios y atendibles; esto es, que la presen_te acreencia no ofrezca duda 
alguna acerca de su veracidad legal; que en el caso contrario procede 
denegarse la solicitud. 

CONSIDERANDO: que el do~umento constitutivo del poder 
mencionado no permite considerar como seria y legítima la preten-

. dida acreencia de $3,000.00 ·máxime que, el ser otorgado para la 
sustanciación del divorcio y habiendo sido cancelado dicho procedi­
miento, ya que indudablemente la común intención del poderdante y 
mandatario sería pagarle honorarios conferidos en caso de sustan­
ciarse, cabal y legalmente el procedimiento · de divorcio y ulterior­
mente procederse a la partición y liquidación de los bienes 
constituidos del acervo de la comunidad matrimonial. 

RECHAZA: por improcedente la solicitud precitada ya que el 
poder de representar al esposo demandante en divorcio, no entraña la 
pretendida obligación subsidiaria de pagar $3,000.00 que sólo 
hubiera podido tener pertinencia legal si el divorcio se hubiera 
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sustanciado a cabalidad y posteriormente se hubiera procedido a la 
partición de los bienes comunitarios. · . . 

PRESUNCION DE COMITENC/A.- RESPONSABILIDAD CIVIL 
l, 

CONSIDERANDO: que, como consecuericia de las disposi­
ciones légales ·Art. 1384 (P.3 C. Civil y Art.1 Ley 41 17), cuando el 
propietario o el poseedor de un veh ícu.lo de motor cuya circulación 
es fuente de peligros, lo confía a otra para su manejo o conducción, 
es preciso admitir que para los fines de responsabilidad civil y del 
seguro, el propietario o el .poseedor deb,e presumirse como comitente 
de esa persona, salvo prueba en contrarip, a su cargo y siempre que se 
establezca que el conductor del vehículo ha cometido falta. Cámara 
Penal de la Segunda Circunscripción del ' Distrito Judicial de Santiago, 
1976. ' 1 

RESPONSABILIDAD CIVIL. PACTOS DE NO RESPONSABILI­
DAD EN MA TER/A DELICTUAL 

,· 
En materiá delictual se deben considerar como imperantes los 

pactos de ex~.Qci'ÓJ1 de responsabilidad anteriores a la ocurrencia de 
casos concretos, y que aún en los contratos deben sufrir la misma 
suerte las estipulaciones de esa especie fque no estén quilibrados por 
obligaciones ra?'.onables de la parte a quien beneficie la exención o la 
limitación de la responsabilidad. (Cámara Penal de la Primera 
Circunscripción del Distrito Judicial de ?antiago, 1977). 

CONTRATO DE TRABAJO: Salario diferido.- La regalía 
pascual tiene, en virtud de la ley el carácter de un salario diferido, 
por lo cual el trabajador despedido, no¡ pierde el derecho a reclamar 
dicho salario diferido, si ya lo tenía ganado todo en virtud del 
attíc1,1IQ 6 d~ la Ley No.5235 . 

. ' . ' . 

DEC:LARAC/ON JUDICIAL DE AUSENCIA " ,:,_..,t[I.., 

'. :·: t oNSIDERANDO: que, en fecha 10 de octubre del año en 
curso fue' 'so:riJetida por ante este tribunal una instancia por la cual 
solicitar¡t ·los _familiares de quien en vida respondía · al nombre de 
P.J.T.T. hecho preso durante la tiranía de Trujillo en 1960. 

CONSIDERANDO: qué, no obstante las constantes dil·igencias 
para obtener conocimiento acerca de su paradero no lo han podido 
lograr desde esa remota época. 
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CONSIDERANDO: que, se trata de una persona desaparecida 
definitiva e indudablemente asesinada durante dicho régimen o 
fallecido en una anónima mazmorra o ' calabozo; que procede 
conforme esas circunstancias considerarse como fenecido el precitado 
señor P.J.T.T. 

Falla Vista la Ley 5832 

CONSIDERAR Y DECLARAR, de acuerdo con las circunstan­
cias preindicadas que el Señor P.J.T.T. es persona fenecida. 

ORDENAR al Oficial del Estado Civil de la Primera Circunscrip­
ción del Municipio de Santiago, transcribir la presente sentencia y 
como consecuencia de ello, expedir a los interesados o uno de ellos 
acta de defunción de quien en vida responda al nombre de P.J.T.T. 
(Sentencia Civil de la Cámara Civil Comercial y de Trabajo de la 
Segunda Circunscripción de Santiago). 
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EDICIONES DE LA UCMM 

• Cómo se vive en un barrio de Santiago, por César García. 

Los pintores de Santiago, por Danilo de los Santos. 

La República Dominicana frente a la integración económica, por Clara Ravelo, 
Manuel José Cabral, Bernardo Vega, R. Pérez Minaya y Julio C. Estrella. 

Política y gobierno en la República Dominicana, 1930-1966, por Howard J. 
Wiarda. (Edición en inglés y español). 

La moneda, la banca y las finanzas en la República Dominicana, por Julio C. 
Estrella (Dos tomos). 

El pueblo dominica~o: 7850-7900. Apuntes para su Sociología Histórica, por 
H. Hoetink (Segunda edición). 

La Española en el siglo XVI, (Trabajo, Sociedad y Política en la Economía del 

Oro), por Frank Moya Pons (Segunda edición). 

Lfi Dominación Haitiana, por Frank Moya Pons (Segunda edición). 

La Sociedad Taína, por Frank Moya Pons. 

Bonao, una ciudad dominicana, por Eduardo La torre, Julia Bisonó, Manuel José 
Cabral1 Henry Christopher, Felpa F. de Estévez y Radhamés Mejía (Dos 
tomos J. 

Más allá de la búsqueda, por lván García. 

Didrio de la guerra y los dioses ametrallados, por Héctor lncháustegui Cabral. 

Los humildes, por Federico Bermúdez (Con un estudio de Joaquín Balaguer). 

De Literatura Dominicana 60, por Ramón Francisco. 

Antología panorámica de la poesía dominicana contemporánea, por Manuel 
Rueda y Lupo Hernández Rueda (Primera parte : Los movimientos literarios. 
(Primer tomo). 

Cultura, teatr~ y' relatos en Santo Domingo, por Marcio Veloz Maggiolo. 

Poesía popular dominicana, por Emilio Rodríguez Demorizi (Segunda edición). 
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Santos de palo y'santeros dominicanos, por Carlos Dobal. 

Historia colonial de Santo Domingo, por Frank Moya Pons. 

Lengua y folklore en Santo Domingo, por Emilio Rodríguez Demorizi. 

Por Ahora (Antología poética, 1948-1975), por Lupo Hemández Rueda. 

La problemática económica dominicana, por Bernardo Vega (Segunda edición 
aumentada). · 

Manuel del Derecho Dominicano de Trabajo, por Lupo Hernández Rueda 
(Segunda edición)'. _ · 

Anadel - La novela de la Gastrosofía, por Julio Vega Batlle. 

El gran pesimismo dominicano: José Ramón López (Con un estudio de Joaquín 
Balaguer). 

La poesía dominicana en el siglo XX. (Modernismo, Vedrinismo, Postumismo y 

Los Triálogos). {1883-1943), por Alberto Baeza Flores (Primer tomo). 

De Literatura Dominicana siglo XX, por Héctor lncháustegui Cabral (Segunda 
edición). 

La UCMM: Un nuevo estilo universitario en la República Dominicana, por 
Monseñor Agripino Núñez Col.lado. 

Manual de Historia Dominicana; por Frank Moya Pons. 

Antigüedades, arte y tradición en Santiago de los Caballeros, por Carlos Dobal . 

Santiago de los Caballeros - Imperecedero legado hispano-colombino, por Julio 
G. Campillo Pérez. · 

El Distrito de la Real Audiencia de Santo Domingo, por Javier Malagón Barceló 
(Segunda edición aumentada con un Catálogo de los fondos del archivo de la 
Real Audiencia de Santo Domingo que se conservan en el Archivo Nacional 
de Cuba. (1768-1800). 

La vida escandalosa en Santo Domingo en los siglos XVII y XVIII (Selección de 
documentos de la Colección lncháustegui). 

La Universidad Católica en el mundo de hoy, por Theodore Hesburgh. 

Visión general de la Historia Dominicana, por Valentina Peguero y Danilo de los 
Santos. 

Lo popular y lo culto en la poesía dominicana, por Bruno Ro-sario Candelier. 
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Colección Revistas Ciencias Jurídicas PUCMM 

  Obra donada a la biblioteca virtual de la Escuela 
Nacional de la Judicatura por la Pontificia 
Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM). 

   Esta colección contiene doctrina, legislación y 
jurisprudencia de los volúmenes históricos de la 
revista desde el año 1977 a 2015, constituyendo un 
aporte a la cultura jurídica y el estudio del Derecho. 
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